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Pereira, quince (15) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                  Acta de Aprobación N° 1049
                                                Hora: 1:10 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JOSÉ ARTURO DUQUE ARANGO en contra de la Dirección General de Sanidad Militar, al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la vida, integridad personal, salud, seguridad social y debido proceso.

2.- SOLICITUD 
Señala el señor DUQUE ARANGO que prestó sus servicios por 26 años como suboficial del Ejército Nacional y tras su retiro fue sometido a diversos exámenes con el fin de determinar una eventual pérdida de capacidad laboral, y en dichas revisiones no se le tuvieron en cuenta los conceptos de columna, hemorroides y de rodilla, por lo cual en agosto 2 del presente año envió derecho de petición por medio del cual solicitó la realización de conceptos médicos, sin habérsele dado respuesta. Añade que de las dolencias que padece informó a la Dirección de Sanidad Militar, sin embargo se le ha negado fijar fecha para una Junta Médico Laboral a la cual debe poner de presente su situación médica para que señale cuál es la disminución de su capacidad de trabajo y las secuelas que se le ha causado durante su permanencia en la institución, y de ese modo establecer los tratamientos a seguir.

Estima que con la negativa de la Dirección de Sanidad Militar para que la Junta Médica realice los conceptos se le niega la posibilidad que el Ejército le brinde el tratamiento requerido, con lo cual se vulneran sus derechos fundamentales.
3.- CONTESTACIÓN

El despacho corrió traslado de la acción de tutela a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional y dispuso vincular a la Junta Médico Laboral de dicha institución castrense, quienes durante el término de traslado guardaron absoluto silencio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por el actor.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el asunto puesto en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales del señor JOSÉ ARTURO DUQUE ARANGO, y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invocan en el escrito de tutela.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El ciudadano DUQUE ARANGO acudió ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales, consistente en la negación por parte de la Dirección General de Sanidad Militar para que la Junta Médica Laboral de esa misma institución le realice los exámenes pertinentes con miras a establecer su estado de salud y por ende la pérdida de capacidad psicofísica a raíz de las patologías que posee a nivel de columna, rodilla y hemorroides, las cuales le surgieron supuestamente con ocasión de su permanencia en el Ejército; así mismo, aunque elevó petición en tal sentido, a la misma no se le ha dado respuesta alguna.

En relación con el derecho que les asiste a los miembros de la fuerza pública para acceder a la valoración de la disminución de su capacidad laboral, la Corte Constitucional en sentencia T-157/12 indicó lo siguiente:

“[…] el debido proceso, de acuerdo con la jurisprudencia, se materializa en el cumplimiento de las normas que regulan la adopción de decisiones por parte de las juntas de calificación de invalidez o las juntas o tribunales médicos de la Policía Nacional o de las Fuerzas Militares. Al respecto, ésta Corporación ha resumido de la siguiente manera algunas reglas básicas que deben observarse dentro de éste procedimiento administrativo:
“i) La solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral sólo podrá tramitarse cuando las entidades hayan adelantado el tratamiento y rehabilitación integral o se compruebe la imposibilidad de su realización, (ii) la valoración completa del estado de salud de la persona cuya invalidez se dictamina o se revisa, para lo cual las juntas deben proceder a realizar el examen físico correspondiente antes de elaborar y sustanciar la respectiva ponencia; y (iii) la Motivación de las decisiones adoptadas por estos organismos, pues deben sustanciar los dictámenes que emiten explicando y justificando en forma técnico científica la decisión que adoptan.” Por último, la Corte también ha señalado que otro de los deberes de las juntas o tribunales médicos laborales, es (iv) garantizar que el interesado goce de los derechos propios de todo interviniente en una actuación administrativa, “especialmente el derecho a controvertir la calificación o valoración médica relativa a la disminución de su capacidad laboral, lo cual determina que se le considere o no como invalido y a que se le otorgue o no la respectiva pensión de invalidez.”
”
Así mismo, la Alta Corporación en la Sentencia T- 696 de 2011
 sostuvo que: “la vulneración de los derechos fundamentales por la negación del derecho a la valoración no sólo ocurre cuando ésta se niega, sino cuando no se práctica a tiempo, complicando en algunos casos la situación del afectado. En ambos situaciones la consecuencia de negarlo o dilatarlo en el tiempo afecta gravemente a la dignidad humana poniendo a quien pretende ser beneficiario de la pensión de invalidez en una grave situación de indefensión. Y en caso de los miembros de las fuerzas militares, según jurisprudencia reiterada se puede  vulnerar también este derecho cuando no se realiza una nueva valoración con el fin de actualizar el porcentaje de disminución, en el caso de patologías de desmejora progresiva en la salud. Al respecto se ha sostenido que “En principio, no parece de recibo, a la luz de los principios y valores constitucionales, una interpretación del régimen legal y reglamentario de las fuerzas militares y de policía en materia de salud, que excluya toda responsabilidad del Estado en relación con desarrollos patológicos posteriores al retiro de una persona del servicio activo, que no fueron tenidos en cuenta al fijar la condición de salud en la Junta Médica con base en la cual se determinó el retiro, pero que pueden atribuirse de manera clara y directa a una situación de servicio.” 
 -negrillas de la sala-
Como se puede apreciar, la reclamación que efectúa el señor JOSÉ ARTURO DUQUE no solo tiene sustento jurisprudencial, sino legal –artículo 19 del Decreto 1796 de 2000-, al tratarse de un derecho legítimo a ser valorado por la Junta Laboral de la institución en la cual trabajó por espacio de 26 años; más aún cuando de la información que el mismo reporta en sede de tutela se desprende que al parecer las dolencias que presenta a nivel de la columna, su rodilla e igualmente las hemorroides, fueron adquiridas supuestamente con ocasión de su actividad al servicio del Ejército Nacional, de lo cual le comunicó a la Dirección de Sanidad Militar, pero sin que a la fecha hubiera dispuesto lo pertinente para que al mismo se le practiquen los exámenes médico-laborales que se deriven del examen de retiro, cuya ficha médica
 entregó al Ejército Nacional en mayo 12 de 2015.

Mírese que con posterioridad a la entrega de la mencionada ficha, el señor JOSÉ ARTURO DUQUE envió petición a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional en julio 16 de 2015, por medio de la cual solicitó se tuvieran en cuenta las patologías que allí describió y que adquirió durante el servicio activo, respecto de lo cual nada se le dijo, y no obstante que con posterioridad, esto es, en agosto 2 de 2016, nuevamente informó que pese a las novedades que registró en la ficha médica de retiro no se le ordenaron los conceptos médicos, de ello tampoco se le dio respuesta.
El canon 8° del Decreto 1796/00, donde se regula la evaluación de la capacidad psicofísica, entre otros, de los miembros de la fuerza pública, dispone en relación con los exámenes para retiro lo siguiente:


“El examen para retiro tiene carácter definitivo para todos los efectos legales; por tanto, debe practicarse dentro de los dos (2) meses siguientes al acto administrativo que produce la novedad, siendo de carácter obligatorio en todos los casos. Cuando sin causa justificada el retirado no se presentare dentro de tal término, dicho examen se practicará en los Establecimientos de Sanidad Militar o de Policía por cuenta del interesado. 

Los exámenes médico-laborales y tratamientos que se deriven del examen de capacidad sicofísica para retiro, así como la correspondiente Junta Médico-Laboral Militar o de Policía, deben observar completa continuidad desde su comienzo hasta su terminación.”
Como se puede apreciar, la entidad accionada tenía dos meses desde la fecha en que se produjo la novedad de retiro del suboficial para practicar los exámenes procedentes, y en efecto al mismo se le practicó dicha revisión, lo que conllevó al diligenciamiento de la respectiva ficha médica de retiro del  Sargento  Mayor ® JOSÉ ARTURO DUQUE ARANGO -que no para determinar la pérdida de capacidad laboral, como lo informa el actor- en la cual se dejaron algunas observaciones en relación con otras patologías que presentaba y que en su sentir se originaron durante el tiempo que fungió como suboficial del ejército nacional. No obstante lo anterior, por parte de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional no se dispuso lo pertinente, pese a las peticiones que elevó para que tales valoraciones se llevaran a cabo.

De conformidad con lo plasmado en la jurisprudencia constitucional antes aludida, la negativa de la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional en atender las reclamaciones del accionante que se han dilatado en el tiempo, podrían comportar la afectación de sus derechos fundamentales, pues a raíz de las patologías que actualmente posee y que han desmejorado su calidad de vida, se hace necesaria la práctica de los exámenes respectivos con miras a que con posterioridad la Junta Médica Laboral Militar proceda a fijar el porcentaje de disminución de la capacidad psicofísica.
Pese a lo anterior y de conformidad con las reglas que fijó la Corte Constitucional en la Sentencia T-157 de 2012, considera la Corporación que con antelación a que por parte de la Junta se emita el concepto reclamado, se debe adelantar el tratamiento y rehabilitación integral requerido por el enfermo o que se compruebe la imposibilidad de su realización. 
Precisamente al observar el contenido del canon 15 del Decreto 1796/00, se puede asegurar, sin dubitación alguna, que uno  de los soportes con los cuales dicha Junta debe contar para efectuar su labor, es el: “concepto médico emitido por el especialista respectivo que especifique el diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones que presente el interesado.”, lo cual en el este asunto al parecer no se ha efectuado o por lo menos de ello nada se dijo por el accionante DUQUE ARANGO. 
Como vemos, para lograr el objetivo pretendido por el actor, se deben adelantar unos procedimientos médicos previos con miras a que una vez efectuado el tratamiento requerido para las afecciones que tiene a nivel de columna, rodillas y hemorroides, pueda intervenir la Junta Médica Laboral, organismos que con base en dichas experticias establecerá el porcentaje de disminución de su capacidad psicofísica, no antes, como lo pretende el accionante.
En ese orden de ideas, estima la Sala que no sería procedente ordenar al Director General de Sanidad del Ejército Nacional que convoque a la Junta Médica Laboral Militar para evaluar al señor JOSÉ ARTURO DUQUE, cuando éste con antelación debe acudir ante la entidad encargada de la prestación de los servicios médicos de los militares, esto es, el respectivo Dispensario Médico, con miras a que se realice dentro del marco de sus competencias los exámenes necesarios para determinar un diagnóstico, tratamiento y posibles secuelas derivadas de sus padecimientos, y una vez obtenida dicha información ahí sí podrá convocarse la referida Junta para que analice su situación; lo que incluso puede hacer el actor motu proprio, como así lo señala el numeral 5° del art. 19 del Decreto 1796/00.
Como quiera entonces que existen unas cargas que previamente debe cumplir el accionante para logar lo que ahora pretende por vía de tutela, tal circunstancia conlleva a predicar que en momento alguno la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional o la Junta Médica Laboral Militar le ha vulnerado derechos fundamentales.

De otra parte, tampoco indicó el actor que Sanidad del Ejército, más concretamente del Dispensario Médico, le haya negado el acceso al servicio de salud requerido, ya que de ello nada refirió, por lo cual se presume que la entidad para la cual laboró y la que seguramente le presta los servicios asistenciales en su calidad de Sargento Mayor ® le ofrece sin contratiempos la atención requerida.

No obstante lo aclarado, se instará al Director General de Sanidad del Ejército Nacional para que dentro del marco de sus competencias le brinde el acompañamiento pertinente al Sargento Mayor ® JOSÉ ARTURO DUQUE ARANGO, una vez se le efectúen las valoraciones médicas que requiere con ocasión de las patologías a las que se hizo alusión en la tutela, y se proceda por la Junta Médica Laboral Militar a señalar el porcentaje de disminución de su capacidad psicofísica.

Ahora bien, como quiera que de lo allegado por el actor se evidencia que el mismo ha enviado dos peticiones a la Dirección General de Sanidad, una fechada  julio 17 de 2015  y otra agosto 26 de 2016, en las cuales grosso modo pide que se tengan en cuenta sus patologías y se autoricen los conceptos médicos respecto de las cuales nada se le ha dicho por parte de la entidad militar, tal omisión podría en efecto conculcar sus garantías fundamentales.

Acerca de este punto específico cabe precisar que si bien en momento alguno el actor pidió la protección del derecho de petición, si en sede de tutela el juez constitucional observa la vulneración de un derecho fundamental, debe procurar su protección, máxime cuando tal prerrogativa le brinda la posibilidad al ciudadano de acudir a las autoridades públicas en interés particular para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. 
Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”
Y en este caso se aprecia que el señor DUQUE ARANGO envío dos peticiones a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, y respecto de las mismas no se le ha ofrecido respuesta alguna. Y ahora en sede constitucional tampoco se hizo manifestación por parte de la entidad accionada, amén del mutismo que guardó en esta instancia.

En ese orden de ideas y como quiera que efectivamente se observa como quebrantado el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ ARTURO DUQUE ARANGO, se procederá a su amparo, y en consecuencia se ordenará al Director General de Sanidad del Ejército Nacional que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé al accionante respuesta a las solicitudes elevadas ante esa dependencia en julio 17 de 2015 y agosto 2 de 2016.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición de que es titular el señor JOSÉ ARTURO DUQUE ARANGO; en consecuencia, se ordena al Director General de Sanidad del Ejército Nacional que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé respuesta a las peticiones que elevó el actor en julio 17 de 2015 y agosto 2 de 2016, a las que se hizo alusión en la parte motiva de este fallo.

SEGUNDO: SE INSTA al Director General de Sanidad del Ejército Nacional, para que dentro del marco de sus competencias proceda a brindar el acompañamiento pertinente al Sargento Mayor ® JOSÉ ARTURO DUQUE ARANGO, para que una vez se le efectúen las valoraciones que requiere con ocasión de las patologías que padece, se proceda por la Junta Médica Laboral Militar a determinar cuál es el porcentaje de disminución de su capacidad psicofísica.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

                                                                -Ausente con permiso-

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Al respecto, la Corte, en la Sentencia T-436 de 2005 (MP. Clara Inés Vargas) a propósito de la revisión de un caso en el que a una persona le revocaron la pensión de invalidez porque la Junta Regional había decidido disminuir su porcentaje de pérdida de capacidad laboral, omitiendo algunas etapas propias del proceso, recogió estas reglas básicas, aplicables en la actuación de todas las juntas que tengan la función de calificar de invalidez. Estas reglas han sido reiteradas por la Corte en varias oportunidades, incluyendo casos de personas retiradas de las Fuerzas Militares por virtud de la calificación de la pérdida de disminución sicofísica realizada por la Junta Médica Militar. entre estas, la sentencia T-108 de 2007 (MP. Rodrigo Escobar Gil), ocasión en la que la junta no tuvo en cuenta las patologías que sufría el peticionario ni ofreció sustentación alguna respecto de la exclusión de estas. También en la Sentencia T-328 de 2008 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa) en la cual la Sala Segunda de Revisión consideró que el hecho de no tener en cuenta todos los exámenes médicos realizados al actor para determinar el porcentaje de la incapacidad laboral y no justificarlo desconocía el derecho al debido proceso


� Ibídem. En las mismas sentencias la Corte ha establecido que parte de las garantías que deben observarse en el trámite de calificación de la pérdida de capacidad laboral, es el derecho a controvertir el dictamen emitido por la Junta.


� MP Humberto Antonio Sierra Porto. En esa oportunidad la Corte estudió el caso de un soldado que había sido calificado con el 74.53%.  y solicitó una nueva calificación  en marzo de 2004. Sin embargo le fue negada la solicitud de nueva valoración por el Tribunal Médico de Revisión Militar y de Policía, a pesar de que padecía una enfermedad progresiva. 


� Sentencia T- 493 de 2004.


� Se hace referencia con ese nombre a la ficha médica unificada que obra en la carpeta, correspondiente a un formato en el cual se hace constar su situación médica integral al momento del retiro de la institución.
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